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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN PRIMERA

Consejera Ponente MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO

Bogotá, D.C., once (11) de diciembre de dos mil trece (2013)

Ref.:Expediente 05001233100020070053701
AUTORIDADES MUNICIPALES
Actora: Sociedad Abad Faciolince S.A.

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la Alcaldía del Municipio de Medellín contra la sentencia del Tribunal Administrativo de Antioquia Sala Séptima de Decisión de agosto 5 de 2009, que declaró la nulidad del artículo 2° de la Resolución N° 1691 del 11 de diciembre de 2006 expedida por la administración municipal y ordenó el restablecimiento del derecho.

I. ANTECEDENTES

1. LA DEMANDA

La sociedad actora quien actúa como representante legal de la Urbanización Florida Plaza PH, instauró acción de nulidad y restablecimiento del derecho consagrado en el artículo 85 CCA, con el fin de que se efectúen las siguientes:

1.1. Pretensiones
-- Declarar la nulidad de la Resolución Nº 001254 de agosto 29 de 2006 “Por la cual se inician las diligencias tendientes a la adquisición por enajenación voluntaria o expropiación por vía administrativa y se formula una oferta de compra”, expedida por el Alcalde de Medellín.

-Declarar la nulidad de la Resolución Nº 1594 de noviembre 8 de 2006 “Por la cual se dispone la expropiación por vía administrativa de un bien inmueble”, proferida por el Alcalde de Medellín (E).

-Declarar la nulidad de la Resolución Nº 1691 de diciembre 11 de 2006 “Por medio de la cual se decide un recurso de reposición”, expedida por el Alcalde de Medellín.
Mediante las anteriores resoluciones se hizo oferta de compra, se iniciaron las diligencias tendientes a la adquisición por enajenación voluntaria o expropiación por vía administrativa, de una faja de terreno que hace parte de la urbanización FLORIDA PLAZA PH, de la cual es representante la sociedad actora como su administradora la cual se encuentra ubicada en la calle 7 Nº 39-150 Barrio El Poblado en la ciudad de Medellín.

Que como consecuencia de la declaración anterior, se restablezca el derecho de la actora ordenando a la Alcaldía reajustar el precio asignado al inmueble como compensación indemnizatoria, en la suma de $51.932.400,oo para alcanzar el precio establecido en $79.896.000,oo a razón de $600.000,oo el m2, con intereses moratorios a la fecha del 24.42% o con aplicación de indexación o actualización de la moneda y las costas y gastos del proceso.

1.2.
 Hechos

El apoderado judicial de la actora afirma que la Urbanización Florida Plaza PH está ubicada en Medellín en la ciudad del Poblado y que el Departamento Administrativo de Planeación Municipal, mediante Acuerdo Nº 62 de 1999, expidió la Resolución Nº 182 del 24 de agosto de 2006, previos los respectivos estudios adecuados al plan de desarrollo territorial vigente contenido en el Acuerdo Nº 03 de 2004. La Resolución 182 declara situación de urgencia por motivos de utilidad pública o interés social, con fines de adquisición de inmuebles requeridos para conformar el Parque Lineal de la Quebrada la Presidenta, ubicada en el barrio El Poblado del Municipio de Medellín.

Sostiene que el Alcalde de Medellín expidió las resoluciones 1254 del 29 de agosto y 1594 del 8 de noviembre de 2006, por las cuales se hizo formulación de oferta de compra e inició las diligencias tendientes a la adquisición por enajenación voluntaria o expropiación por vía administrativa, de una faja de terreno que hace parte de la Urbanización Florida  el Poblado, citando los respectivos linderos.

Según la demandante, esta Urbanización interpuso oportunamente el recurso de reposición contra la Resolución Nª 1594 de noviembre 8 de 2006, debido a la inconformidad por el avalúo asignado al inmueble por considerarlo insuficiente, toda vez que solo le asignaban un precio comercial de $155.000,oo por m2, para un total de $20.639.800,oo, para lo cual se anexó un avalúo comercial de perito evaluadora de la Lonja de Propiedad Raíz para Medellín y Antioquia, el cual otorgó un valor muy superior de $79.896.000,oo que lo fijó en $600.000,oo el m2.

Aduce que la entidad territorial demandada, al resolver el recurso de reposición mediante Resolución Nº 1691 de diciembre 11 de 2006, aumentó el valor comercial del inmueble inicialmente propuesto a $210.000,oo el m2, para un total ponderado de $27.963.600,oo, con fundamento en un avalúo comercial de la Secretaría de Catastro Municipal, cifra que considera no alcanza en lo más mínimo las expectativas del Conjunto Residencial, ni el valor real comercial, quedando ejecutoriada esta última resolución y agotada la vía gubernativa.

Considera la demandante que el avalúo asignado a la faja de terreno perteneciente al Edificio Florida Plaza PH, no corresponde al verdadero valor comercial del inmueble, dado el sector de ubicación y demás elementos descritos en el avaluó adjunto a la demanda, por lo que es menester iniciar la presente acción contenciosa, al considerar que la causal en que se incurrió para invocar la nulidad es la de expedición irregular del acto administrativo, debido al no pago justo del precio asignado al inmueble.

1.3. Normas violadas y concepto de la violación

A juicio de la parte demandante los actos administrativos demandados violaron los artículos 1, 2, 4, 13, 29, 58 y 209 de la Constitución Política; los artículos 2 y 3 del CCA;  3 de la Ley 489 de 1998; el artículo 71 de la Ley 388 de 1997, la Ley 3 de 1991 y la Ley 507 de 1999. 

En cuanto al concepto de la violación el apoderado de la actora consideró que las resoluciones demandadas infringen normas superiores y legales sobre las que debía fundarse, entre ellas las mencionadas en el párrafo anterior, por cuanto el precio indemnizatorio no alcanzó las expectativas del conjunto residencial Florida Plaza ni el valor comercial, teniendo en cuenta las características del sector y su ubicación.

Lo anterior por cuanto los actos demandados se dictaron en forma irregular, porque su expedición no acató la normatividad instituida en el artículo 58 de la Constitución Política reglamentada por la Ley 388 de 1997 que modificó la Ley 9 de 1989, la Ley 3 de 1991 y 507 de 1999. 

Respecto de la violación del CCA esgrimió el apoderado de la actora que se evidenció por el hecho de que el avalúo asignado al inmueble por la Alcaldía de Medellín en la suma de $27.963.600, oo es insuficiente, frente al avalúo comercial de la perito evaluadora de la Lonja de Propiedad Raíz para Medellín y Antioquia, que fijó un precio muy superior en la suma de $79.896.000, oo a razón de $600.000 el m2.

2. LA CONTESTACIÓN

El Municipio de Medellín por conducto de su apoderado judicial, presentó escrito mediante el cual se opuso a las pretensiones de la demanda
, al afirmar que los actos acusados se profirieron con apego a la normatividad constitucional y legal que reglamenta el tema de la expropiación por vía administrativa, entre ellas, los artículos 58 de la Carta Política, Ley 388 de 1997, el Decreto 1420 de 1998 que reglamentó el tema de los avalúos y la Resolución 762 de 1998 expedida por el Instituto Agustín Codazzi que reglamentó las metodologías para elaborar los avalúos para la adquisición de inmuebles prevista en la Ley 388 de 1997.

Afirma que los artículos 61 y 67 de la Ley 388 de 1997 establecen que el precio indemnizatorio que se reconoce a los propietarios, será igual al avalúo comercial de conformidad con las normas y procedimientos establecidos en el decreto reglamentario especial expedido por el Gobierno.

En virtud de los anteriores mandatos, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1420 de 1988 que reglamenta la Ley 388 de 1997 en el tema de avalúos, el cual incluyó lo necesario para la adquisición de inmuebles ya fuera por enajenación forzosa, voluntaria o por expropiación judicial o administrativa. 

Sostiene el representante del Municipio de Medellín que, el artículo 2 del Decreto 1420 de 1988 define qué se entiende por valor comercial de un inmueble y el artículo 25 ídem, estable los métodos a aplicar para la realización de los avalúos.

A su vez menciona que la Resolución 762 de 1998 del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, establece la metodología para la realización de avalúos ordenados por la Ley 388 de 1997, en particular se refiere al método de comparación o de mercado.

Destacó que el área del inmueble objeto de expropiación, se encuentra limitado para su desarrollo, toda vez que hacía parte totalmente de un retiro de quebrada, por lo que existìan limitaciones para la construcción y utilización de esta faja, siendo así el valor de este inmueble, no puede ser igual al de otros predios que de conformidad con las normas urbanísticas puedan desarrollarse y construirse sin estas limitaciones.

Igualmente llamó la atención en el hecho de que las disposiciones urbanísticas que reglamentan la potencialidad de edificación de cada predio, son factores que tienen gran incidencia en el valor del suelo, tal y como así lo disponen el Decreto 1420 de 1998 y la Resolución 762 de 1998.

Es así como los artículos 21 y 22 del Decreto 1420 de 1998, establecen los parámetros y características que se tendrán en cuenta en la determinación del valor comercial para la adquisición de los inmuebles requeridos, en desarrollo de la Ley 388 de 1997, entre ellos, los aspectos físicos tales como área, ubicación, topografía y forma.

Adujo que los avalúos AE-443 del 15 de agosto y AE-696 del 4 de diciembre ambos de 2006, se basaron para su expedición en el Método comparativo o de mercado, que señaló el valor por m2 asignado al inmueble, deduciendo el precio por comparación de transacciones, oferta, demanda y avalúos de inmuebles similares o equiparables, previos ajustes de tiempo, conformación y localización entre otros. Así mismo tuvo en cuenta los siguientes aspectos técnicos: grado de desarrollo urbanístico del sector; localización del inmueble; servicios públicos y comunales del sector.

Menciona el apoderado de la Alcaldía de Medellín, que la información base para la fijación del valor del inmueble, fue el producto de consultas con conocedores del sector –miembros del Grupo Económico de la Secretaría de Hacienda Municipal y de la Lonja de Propiedad Raíz-, de las investigaciones de mercado en el sector –incluyendo las del proceso de actualización catastral- y, de las mismas negociaciones realizadas para el mismo proyecto –Plan Especial del Poblado-.

Destaca que los avalúos comerciales AE-443 del 15 de agosto y el AE-696 del 4 de diciembre de 2006, fueron elaborados por funcionarios competentes, de manera objetiva y transparente, contando con la experiencia y profesionalismo del oficio de avaluador, siguiendo los lineamientos trazados por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi en la Resolución 762 de 1998 y del Ministerio de Desarrollo Económico en el Decreto 1420 de 1998 y la Ley 388 de 1997.

Llama la atención sobre el hecho de que un factor determinante en la fijación del valor, fue que el lote de 133,16 m2, se encuentra afectado en un 100% por retiro de quebrada, debidamente avalado por la autoridad competente (Planeación Municipal) y certificado por la Unidad de Cartografía de la Secretaría de Hacienda Municipal, mediante Informe GT-5009 del 29 de junio de 2006.

Indicó que otro factor que también influyó en el avaluó hacía relación a que el inmueble venía de una matrícula de mayor extensión, donde fue construida la Urbanización Florida Plaza, lote que ya fue utilizado en su máximo potencial, es decir, que esta área fue contabilizada para el índice de construcción del proyecto citado, quedando la porción del lote como un remanente, sumado a que es un lote interno y zona verde.

Finalmente advirtió que no se puede pasar por alto, que el nuevo Plan de Ordenamiento Territorial aprobado por Acuerdo 46 de 2006, establece nuevos aprovechamientos que en la generalidad de la ciudad son más bajos con relación al Acuerdo 23 de 2000, fichas resumen de Normativa Urbana Z5CN2-16 y las obligaciones urbanísticas definidas en el nuevo P.O.T. también son mayores, por lo que en la actualidad daría como resultado un menor valor para el lote debido las condiciones de la nueva norma.

El apoderado del Municipio de Medellín propuso la excepción de falta de causa para pedir, toda vez que la Administración aplicó a cabalidad las normas que rigen la materia en el proceso de adquisición del predio objeto de la demanda, incluyendo las disposiciones que regulan el tema de los avalúos para determinar el valor del precio indemnizatorio por la expropiación por vía administrativa. El valor comercial del predio cancelado a las demandantes se ajusta a la legalidad.  

II. LA SENTENCIA APELADA

El Tribunal evidenció según los antecedentes administrativos, que el avalúo comercial de la faja de terreno de 133.16 m2 perteneciente a la Copropiedad Horizontal Urbanización Florida Plaza, fue elaborado por la Subsecretaría de Catastro del Municipio de Medellín el 15 de agosto de 2006, el cual fue luego revisado y modificado el 4 de diciembre del mismo año.

Analizó los aspectos que fueron verificados en los avalúos, que el método utilizado fue el comparativo o de mercado y, que se castigó el precio comercial del inmueble por encontrarse en un 100% en zona de retiro de quebrada. También se refirió a la declaración de la señora Beatriz Eugenia Londoño Aristizabal, quien fue la funcionaria que realizó el avalúo del lote de terreno expropiado de la Urbanización Florida Plaza.

Con fundamento en esta declaración y con el avalúo comercial AE-696 del 4 de diciembre de 2006, el a quo concluyó que el Municipio le asignó un valor al metro cuadrado expropiado de $700.000,oo, pero que únicamente pagó el 30% de dicho precio, esto es $210.000,oo m2, porque al estar ubicado en zona de retiro de quebrada, el valor comercial del lote disminuye considerablemente ya que únicamente puede ser utilizado como zona verde.

De otra parte, se refirió al valor probatorio que le otorgó a los avalúos comerciales contratados por la actora, entre ellos, el de la firma Avaluadores Comerciales y el de Juan Carlos Restrepo Gutiérrez, avalúos que aplicaron el método comparativo o de mercado que le asignaron un valor de $500.000,oo m2 expropiado, los cuales determinaron que por el hecho de que el terreno expropiado se encuentre en una zona de retiro obligatorio, no se afecta el potencial de desarrollo constructivo del lote total, toda vez que dichas áreas, aunque no pueden ser ocupadas con edificaciones, sí contribuyen a los índices de construcción. 
El a quo dedujo que los avaluadores no tuvieron en cuenta las características propias del terreno expropiado, específicamente el hecho de que se encontraba en un área de retiro obligatorio según el POT y que, por ende, como lote individualizado, el valor comercial es menor respecto del resto de la Urbanización, sino que lo avaluaron como un todo, esto es, como perteneciente al conjunto residencial. Por lo anterior, el fallo se apartó del valor por m2 asignado en dichos avalúos pues la finalidad no era la de indemnizar la supuesta pérdida del valor  comercial de la totalidad de un bien que no fue expropiado, sino apenas el de la faja de terreno que sí lo fue.
De otra parte, en cuanto al avalúo realizado por el perito designado por el despacho, afirmó que utilizó el método comparativo o de mercado, que fijó el valor del m2 en $800.000,oo y que castigó dicho precio por tener un factor de comercialización negativo al encontrarse en zona de retiro de quebrada, utilizando la tabla de Herweet. 
A juicio de la primera instancia, a pesar de haber sido objetado por el Municipio de Medellín este dictamen por error grave, sostuvo que lo que hizo el apoderado de la demandada fue criticar la fundamentación y seriedad del dictamen en cuestiones que tienen que ver con el peso o valor probatorio de sus conclusiones, pero no controvirtió la solvencia técnica del dictamen con base en la “equivocación manifiesta” del experto, razón por la que la objeción no la declaró.

Indicó que el avalúo realizado por la Subsecretaría de Catastro y el avalúo producto del dictamen pericial, utilizaron el método comparativo o de mercado y otorgaron similares precios al m2, pues mientras el de la primera entidad le asignó un valor de $700.000,oo el del dictamen pericial lo fijó en $800.000,oo. Sin embargo la diferencia en el valor total del precio indemnizatorio varía considerablemente de un avalúo a otro, toda vez que se “castiga” el valor del m2 del lote expropiado por encontrarse en zona de retiro de la siguiente manera.
Mientras el Avalúo de la Subsecretaría de Catastro, disminuyó en un 70% el valor comercial del bien por encontrarse en zona de retiro, la perito avaluadora utilizó la Tabla Herweet para hallar el factor negativo de comercialización de un inmueble, método que a juicio del fallador resulta ser más técnico que la costumbre utilizada por Catastro.

De acuerdo con las anteriores consideraciones y al no prosperar la objeción por error grave propuesta por el Municipio demandado, teniendo como fundamento el dictamen pericial, la Sala accedió a las pretensiones de la demanda por lo que reajustó el valor del precio indemnizatorio por la expropiación, de acuerdo con el avalúo realizado por la perito.

En virtud de lo anterior, el Tribunal Administrativo de Antioquia declaró la nulidad del artículo 2° de la Resolución N° 1691 del 11 de diciembre de 2006 que fijó el precio indemnizatorio de la expropiación en $27.963.600,oo y condenó al Municipio de Medellín a pagar a la demandante, la diferencia resultante y el avalúo realizado por el perito $57.418.592, es decir, la suma de $29.454.992,oo la cual deberá ser indexada a la fecha de la sentencia en la cifra de $33.611.177,oo

III. EL RECURSO DE APELACIÓN
El apoderado judicial del Municipio de Medellín mediante escrito contentivo del recurso de apelación
, solicitó la revocatoria de la sentencia impugnada y, en su lugar, se absuelva a la entidad territorial demandada.

Señaló que el fallo apelado se apoyó fundamentalmente en el avalúo realizado por la perito designada por el a quo, el cual concluyó que el valor del m2 en la zona en donde se localiza el inmueble era de $800.000,oo pero que por tratarse de un retiro de quebrada y con fundamento en la Tabla de Herweet, el valor del m2 del predio expropiado era de $431.200,oo, valor que dista mucho del reconocido en el avalúo elaborado por el Municipio demandado que lo fijó en $210.000,oo para un valor total de $27.963.600,oo.

Reprochó el hecho de que el Tribunal hubiera tomado como cierto el valor otorgado por el perito de $800.000,oo, sin que existieran dentro del expediente elementos probatorios que sustentaran tal afirmación, pues luego de que se solicitara la aclaración del avalúo fue que advirtió que su fundamento se encuentra en la “tabla de Herweet”.

El apoderado de la Alcaldía de Medellín destacó que no hay justificaciones razonables ni probadas para determinar que al momento de la expropiación, el valor base que debía tenerse en cuenta en la asignación del avalúo, era la suma de $800.000,oo, como lo afirmó la perito en el experticio, como quiera que no logró demostrar que el único valor del m2 para todos los inmuebles localizados en los alrededores de la quebrada La Presidenta era este valor.

En este orden de ideas, el apelante censuró que la perito avaluadora al rendir el experticio objetado, sólo tuvo en cuenta el documento titulado “banco de datos de la Lonja de Propiedad Raíz” y un plano anexo, pero no realizó un estudio de mercado directamente.

Por lo anterior, criticó que el dictamen pericial no realizó la investigación de mercado ni utilizó otras metodologías valuatorias, pese a que reconoció que si se requieren para realizar cualquier avalúo. Tan cierto es lo anterior que no aportó pruebas de la investigación que adelantó con miembros del gremio inmobiliario, ni informó a quienes consultó, qué datos le suministraron, ni las fuentes de estos datos. Tampoco observó que la perito hubiera realizado directamente estudio de ofertas y transacciones en el sector, para determinar el valor por m2.

Frente al documento denominado por la perito “banco de datos de la Lonja de Propiedad Raíz”, el apelante consideró que son unas simples copias de unos listados y de un plano, sobre los cuales no hay constancia que correspondan al “banco de datos de la Lonja de Propiedad Raíz”, por lo que solicita no se le otorgue valor probatorio.

De este documento, el apoderado del Municipio de Medellín criticó el “tipo de predio” que tuvo en cuenta como patrón de referencia, pues todos los datos se refieren a “casa”, siendo que los valores corresponden sólo a construcción, por lo que en ningún caso el área del lote puede ser mayor que el de la construcción. También censuró que el valor del m2 de lote no es similar en los datos aportados pues varían de cifras entre $150.000,oo hasta $1.100.000,oo el m2.

A juicio del censor no hay un solo dato de los que aparecen en el listado de la perito, que corresponda al valor de lote no construido, como lo es el lote expropiado, ni tampoco se observan datos de valor de lotes que correspondan a retiros de quebrada, además que las direcciones de los lotes no corresponden a un solo sector del barrio El Poblado, ni mucho menos a ubicaciones cercanas a la calle 17 con la carrera 39 dirección  del inmueble expropiado. Igualmente criticó que la perito no informó cuáles avalúos de los que aparecían en el listado que anexó, tuvo en cuenta para evaluar el predio expropiado por ser semejantes y comparables.

Sostuvo el apelante que la perito, no probó cuál es la razón de la reserva que opuso al anteponer los datos que sirvieron de base para la obtención del plano que aportó al avalúo, pues se limitó a afirmar que se trataba de un trabajo interdisciplinario, pero no aportó las supuestas investigaciones que fundamentaron el avalúo,  lo cual afecta la validez de los datos.

Dijo también que al omitir informar cuáles eran las fuentes para la obtención de los datos que aparecen en la supuesta “base de datos de la Lonja de Propiedad Raíz”, se transgredieron entre otros, los artículos 1°, 10, 11 y 12 de la Resolución 762 de 1998, que establecen los requisitos que se deben cumplir cuando el avalúo comercial se hace con información de ofertas.

Por lo anterior, afirma el apelante que las conclusiones del dictamen pericial no están sustentadas en ninguna investigación o estudio, ya que no se le puede otorgar valor probatorio a la copia de la “base de datos de la  Lonja de Propiedad Raíz”, ni al plano que anexa ya que estos documentos no demuestran que el valor del m2 del lote fuera el asignado por la perito.

Sostiene que el dictamen desconoció que el valor del m2 era de $800.000,oo, al no tener en cuenta las enajenaciones voluntarias que realizaron propietarios de inmuebles aledaños al expropiado, quienes aceptaron avalúos de predios muy por debajo del concluido en el dictamen que sí fueron valorados en forma similar al del predio expropiado, cuyos valores fueron aceptados por los propietarios de los inmuebles con quienes se adelantaron procesos de enajenación voluntaria.

Aduce que la perito no aportó las disposiciones legales y los documentos técnicos que sustentaron la aplicación de la Tabla Herweet, para la elaboración de los avalúos de inmuebles que son objeto de expropiación por pate de las entidades públicas, ya que el único documento que aporta es una hoja en donde aparece la denominada “Tabla de Herweet”, sin expresar su origen, no efectúa citas bibliográficas, ni normativas que hagan referencia a la existencia de dicha tabla.

Llama la atención que ni en la Ley 388 de 1997, ni en el Decreto 1420 de 1998 ni en la Resolución 762 de 1998 del IGAC, legislaciones que regulan el avalúo de inmuebles objeto de expropiación por vía administrativa, se hace mención a la citada tabla.

Recordó el censor que de todas maneras no se puede pasar por alto que el lote en comento se trata de un retiro de quebrada cuya posibilidad de comercialización como inmueble independiente es casi nula, toda vez que sobre el mismo no se puede realizar ninguna edificación, como quedó probado en el proceso. Por lo anterior, la condición de comercialización del predio no podría ser “regular” como lo entendió la perito, sino la de “exigua”, al asignarle un coeficiente de demanda de 0.603. Reiteró que el valor del predio sería el que resulte de un estudio de mercado de oferta y transacciones de bienes semejantes y comparables al del objeto del presente avalúo, lo que no se presentó en el dictamen que nos ocupa.

IV. ALEGATOS DE CONCLUSION EN SEGUNDA INSTANCIA

Durante esta etapa procesal no fueron presentados escritos por ninguna de las partes en conflicto.

V. CONCEPTO DEL MINISTERIO PUBLICO

No presentó concepto en sede de segunda instancia el Delegado de la Procuraduría General de la Nación.

VI. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Contenido de los actos administrativos demandados

Las resoluciones proferidas por la Alcaldía de Medellín objeto de demanda son del siguiente tenor literal:

“Alcaldía de Medellín

Secretaría de Hacienda

RESOLUCION NÚMERO 1594

MIL QUINIENTOS NOVENTA Y CUATRO

(o8 de noviembre de 2006)

“Por la cual se dispone la expropiación por vía administrativa de un bien inmueble”

EL ALCALDE DE MEDELLIN (E)

En uso de sus facultades legales, en especial las otorgadas por la Ley 9 de 1989, por la Ley 388 de 1997, artículos 58 y siguientes y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 58 de la Constitución Nacional, modificado por el Acto Legislativo N° 1 de 1999 al referirse al derecho fundamental que garantiza la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles señala: ‘Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultaren en conflicto los derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público o social’. Y más adelante agrega: ‘por motivos de utilidad pública o interés social definidos por el legislador, podrá haber expropiación mediante sentencia judicial e indemnización previa. Esta se fijará consultando los intereses de la comunidad y del afectado. En los casos que determine el legislador, dicha expropiación podrá adelantarse por vía administrativa, sujeta a posterior acción contenciosa-administrativa, incluso respecto del precio’.

(…)

Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 66 de la ley 388 de 1997, se expidió la Resolución N° 1254 del 29 de agosto de 2006, suscrita por el Alcalde del Municipio de Medellín, por la cual se inicia las diligencias tendientes a la adquisición por enajenación voluntaria o expropiación por vía administrativa y se formula una oferta de compra.

Que el día 07 de septiembre de 2006 se notificó personalmente a la representante legal de la firma administradora de la URBANIZACION FLORIDA PLAZA, señora CLARA INES ABAD FACIONLINCE, la Resolución de Oferta N° 1254 del 29 de agosto de 2006.

(…)

RESUELVE:

ARTICULO PRIMERO.- OBJETO DEL ACTO ADMINISTRATIVO. Disponer la expropiación por vía administrativa de una faja de terreno, la cual hace parte del bien inmueble ubicado en la calle 7 N° 39-150 barrio El Poblado de la ciudad de Medellín, cuyo titular del derecho de dominio es el CONJUNTO RESIDENCIAL FLORIDA PLAZA PROPIEDAD HORIZONTAL distinguido con el folio de matrícula inmobiliaria número 001-587043, cuya área y linderos son los siguientes:

(…)

ARTICULO SEGUNDO.- VALOR DEL PRECIO INDEMNIZATORIO.- El valor del precio indemnizatorio de la expropiación que se decide por la presente resolución es de VEINTE MILLONES SEISCIENTOS TREINTA Y NUEVE MILLONES OCHOCIENTOS PESOS M.L. (20.639.800, valor del predio requerido de acuerdo con el Avalúo N° AE-443 del 15 de agosto del año 2006, practicado por la Subsecretaría de Catastro del Municipio de Medellín.

PARAGRAFO I. Este pago se hará con cargo al compromiso presupuestal N° 4500006473 de la Secretaría del Medio Ambiente.

ARTICULO TERCERO.- FORMA DE PAGO.- (…)

ARTICULO CUARTO.-DESTINACION.- El inmueble será destinado al Parque Lineal de la Quebrada la Presidenta.
ARTICULO QUINTO.-ORDEN DE INSCRIPCION.- (…)

ARTICULO SEXTO.- ORDEN DE NOTIFICACION Y RECURSOS.- (…)

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE,

Dada en la ciudad de Medellín el día ocho (8) de noviembre de 2006.

GUSTAVO ALBERTO VILLEGAS RESTREPO

Alcalde de Medellín (E)

Adelaida Salazar Noreña / Alexander Aristizabal Múnera”

El otro acto administrativo demandado es el que modificó el valor del precio indemnizatorio, cuyo tenor literal dice: 

“Alcaldía de Medellín

Secretaría de Hacienda

RESOLUCION NÚMERO 1691

MIL SEISCIENTOS NOVENTA Y UNO

(DICIEMBRE 11 DE 2006)

“POR MEDIO DE LA CUAL SE DECIDE UN RECURSO DE REPOSICION”

EL ALCALDE DE MEDELLIN

En uso de sus facultades legales, en especial las otorgadas por la Ley 388 de 1997 y el Acuerdo Municipal N° 046 de 2006 y

CONSIDERANDO QUE:

1.La abogada CLAUDIA MARCELA GARCES VALDES, identificada con la cédula de ciudadanía N° 68.296.161 y tarjeta profesional N° 135.503 del C.S.J., como apoderada del CONJUNTO RESIDENCIAL FLORIDA PLAZA, identificada con el Nit N° 800.222.965-7, mediante escrito presentado el día 27 de noviembre del presente año, presenta Recurso de Reposición contra la Resolución N° 1594 de noviembre 08 del año 2006, mediante la cual se inician las diligencias tendientes a la adquisición por enajenación voluntaria de una faja de terreno, la cual hace parte del bien inmueble ubicado en la calle 7 N° 39-150, identificado con el folio de matrícula inmobiliaria N° 001-587043, barrio el Poblado de la actual nomenclatura urbana, requerido para la ejecución del proyecto “Parque Lineal de la Quebrada la Presidenta”, de acuerdo con la Resolución 182 del 24 de agosto de 2006, que declara la situación de urgencia para la adquisición de los inmuebles necesarios en la ejecución del proyecto.

2. El recurso de la accionante se resume en lo siguiente:

‘En síntesis, el Recurso de Reposición que aquí se promueve se fundamenta en el hecho de que la indemnización planteada a los propietarios del inmueble objeto de expropiación administrativa, no se compadece con la realidad fenoménica pues quedó demostrado que el avalúo elaborado por la Subsecretaría de Catastro tomado por la administración como base para tasar la indemnización, no es realmente el valor comercial de la faja de terreno de propiedad del Conjunto Residencial Florida Plaza, requerido para la construcción del parque lineal de la quebrada La Presidenta.

3. Para resolver el recurso presentado, se solicitó a la Oficina de Avalúos de la Secretaría de Hacienda, la revisión del avalúo AE-443 del 15 de agosto de 2006, sobre el cual se formuló la oferta de compra de la faja de terreno, la cual hace parte del bien inmueble ubicado en la calle 7 N° 39-150, identificado con el folio de matrícula inmobiliaria N°001-587043. En cumplimiento de lo solicitado, se practicó revisión del avalúo del inmueble por parte de los peritos avaluadores y se emitió el informe de revisión AE-696 de diciembre 04 de 2006, el cual contiene las siguientes consideraciones:

‘Consideraciones generales: A lo largo de los dos últimos años, en las principales ciudades del país volvió la marcha de las grúas de construcción y las mezcladoras de cemento. Los terrenos baldíos fueron reemplazados por numerosas salas de ventas que, con banderas y avisos, empezaron a atraer la atención de los compradores, en especial de los de mayor poder  adquisitivo. Sin embargo, algunos sostienen que el entusiasmo de hace unos meses ya no es el mismo.

La venta de estratos altos, tanto de casas como de apartamentos, les dio a los constructores esperanzas de un buen crecimiento. Los compradores posibles cuentan con cierta seguridad laboral, con cuentas AFC y con una mejor situación económica, que a la larga representan una fuente de crecimiento estable, originada en el represamiento de varios años en los que no hubo oferta para este público.

En el momento no se están haciendo inversiones de largo plazo en tierra, sino que las están vendiendo en forma de pago flexibles o aportándola al negocio para que otro la desarrolle.

Entorno del inmueble: Se trata de un sector en que predomina la destinación comercial y de servicios.

Servicios públicos: Por estar el inmueble plenamente integrado a la malla urbana del Municipio de Medellín, cuenta con los servicios públicos de acueducto, alcantarillado y energía.

Rutas de transporte: Cubrimiento del transporte urbano a través de varias rutas privado y especializado.

Sector de la construcción: Se ha desarrollado tanto, que ya se encuentra saturado el sector.

Consideraciones técnicas:

Para la fijación del avalúo se tuvo en cuenta:

· Grado de desarrollo urbanístico del sector

· Localización del inmueble

· Tamaño, forma, topografía, tipo de suelo y demás afectaciones de la tierra:

Mediante oficio GT-5009 de junio 29 de 2006, el Líder de Programa Cartografía de la Subsecretaría de Catastro certificó que el predio se encuentra afectado en un 100% por retiro lateral de la quebrada la Presidenta.

· Servicios públicos y comunales del sector

Analizada la argumentación presentada por el propietario del inmueble, nos permitimos hacer los siguientes comentarios:

El avalúo comercial AE-443 del 15 de agosto de 2006, fue elaborado en forma competente, objetiva y transparente, contando con la experiencia y profesionalismo que dan los años en el oficio de avaluador, siguiendo los lineamientos trazados por el Instituto Geográfico Agustín mediante la Resolución 762 de 1998 y del Ministerio de Desarrollo Económico por medio del Decreto 1420 de 1998, como también la Ley 388 de 1997, normatividad que valida expresamente el método utilizado en el mencionado avalúo, o sea, el método Comparativo o de Mercado.

El Lote de 133.16 mts2, afectado en un 100% por retiro de quebrada, venía de una matrícula de mayor extensión, donde fue construida la Urbanización Florida Plaza, el cual fue ya utilizado en su máximo potencial, es decir que ésta área fue contabilizada para el índice de construcción del proyecto citado, quedando la porción del lote como un remanente, sumado a que es un lote interno y zona verde.

Se debe tener en cuenta que el nuevo Plan de Ordenamiento Territorial aprobado Acuerdo 46 de 2006, establece nuevos aprovechamientos que en la generalidad de la ciudad son más bajos con relación al Acuerdo 23 de 2000 Fichas Resumen de Normativa Urbana Z5CN2-16 y pues las obligaciones urbanísticas definidas en el nuevo P.O.T., también son mayores, si halláramos el valor del lote por el método residual de valoración, en la actualidad daría como resultado un menor valor para el lote, por las condiciones de la nueva norma, y se debe tener muy en cuenta que los índices cuentan sobre áreas netas, o sea no cuentan áreas afectadas, en este caso en particular, por retiro a quebrada’.

‘….Los planteamientos anteriores nos permiten emitir el siguiente concepto:

Revisar el Avalúo Comercial AE-443 de agosto 15 de 2006, así:

Área Lote

(retiro quebrada) 133.16 Mts2 a $210.000
=$27.963.600

TOTAL:





=$27.963.600

SON: VEINTISIETE MILLONES NOVECIENTOS SESENTA Y TRES MIL SEISCIENTOS PESOS M.L”

4. Con base en las anteriores consideraciones, este Despacho encuentra que SE DEBE MODIFICAR LA RESOLUCION N° 1594 de noviembre 08 del año 2006,

Por lo expuesto, 

RESUELVE:

ARTICULO PRIMERO.- DECISION. Se decide REPONER la resolución 1594 del 08 de noviembre de 2006, por la cual se dispone la expropiación por vía administrativa de una faja de terreno.

ARTICULO SEGUNDO. VALOR DEL PRECIO INDEMNIZATORIO: Con base en lo anterior se modifica la totalidad del artículo segundo de la resolución N° 1594, del día 08 de noviembre del año 2006, la cual quedará así:

· ARTICULO SEGUNDO.- VALOR DEL PRECIO INDEMNIZATORIO.- El valor del precio indemnizatorio de la expropiación que se decide por la presente resolución es de VEINTISIETE MILLONES NOVECIENTOS SESENTA Y TRES MIL SEISCIENTOS PESO M.L. (27.963.600), valor de la faja requerida de acuerdo con el Avalúo N° AE-696 del 04 de diciembre del año 2006, practicado por la Subsecretaría de Catastro del Municipio de Medellín.

PARAGRAFO I: Este pago se hará con cargo a los compromisos presupuestales N° 4500006473 y 4500006762 de la Secretaría del Medio Ambiente.

ARTICULO TERCERO. VIGENCIA. Los demás artículos de la resolución N° 1594, del día 08 de noviembre de 2006 continúan vigentes.

ARTICULO CUARTO. NOTIFICACION. Se ordena notificar la presente resolución al interesado, de conformidad con lo establecido en el Código Contencioso Administrativo, advirtiendo que contra la presente NO PROCEDE RECURSO ALGUNO en virtud de lo dispuesto por el artículo 69 de la Ley 388 de 1997.

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE

Dada en la ciudad de Medellín a los once (11) días del mes de diciembre de dos mil seis (2006).

SERGIO FAJARDO VALDERRAMA

Alcalde de Medellín

Adelaida Salazar Noreña / Alexander Aristizabal Múnera”

6.2. Examen del recurso de apelación.  Planteamiento del debate jurídico
Se circunscribe en determinar si le asiste razón a la parte recurrente, quien pretende no sea acogido el avalúo comercial contenido en el dictamen pericial rendido por la auxiliar de justicia designada para tal efecto por la primera instancia, para que, en su lugar, se deje en firme el elaborado por la Subsecretaría de Catastro de Medellín contenido en la Resolución 1691 de 2006 expedida por el Alcalde de la ciudad.

Para poder arribar a la decisión que en derecho corresponda, lo primero que debe tenerse de presente es señalar el marco normativo que regula el tema de los avalúos comerciales de predios que son objeto de proceso de expropiación por vía administrativa.

En primer lugar la Ley 388 de julio 18 de 1997 “Por la cual se modifica la Ley 9 de 1989 y la Ley 2 de 1991 y se dictan otras disposiciones”, establece sobre el particular lo siguiente:

“Artículo  61º.- Modificaciones al procedimiento de enajenación voluntaria. Se introducen las siguientes modificaciones al procedimiento de enajenación voluntaria regulado por la Ley 9 de 1989:

El precio de adquisición será igual al valor comercial determinado por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, la entidad que cumpla sus funciones, o por peritos privados inscritos en las lonjas o asociaciones correspondientes, según lo determinado por el Decreto-Ley 2150 de 1995, de conformidad con las normas y procedimientos establecidos en el decreto reglamentario especial que sobre avalúos expida el gobierno. El valor comercial se determinará teniendo en cuenta la reglamentación urbanística municipal o distrital vigente al momento de la oferta de compra en relación con el inmueble a adquirir, y en particular con su destinación económica. (…)” (subrayas del Despacho)

(…)

Artículo 67º.- Indemnización y forma de pago. En el mismo acto que determine el carácter administrativo de la expropiación, se deberá indicar el valor del precio indemnizatorio que se reconocerá a los propietarios, el cual será igual al avalúo comercial que se utiliza para los efectos previstos en el artículo 61 de la presente Ley. Igualmente se precisarán las condiciones para el pago del precio indemnizatorio, las cuales podrán contemplar el pago de contado o el pago entre un cuarenta (40%) y un sesenta por ciento (60%) del valor al momento de la adquisición voluntaria y el valor restante en cinco (5) contados anuales sucesivos o iguales, con un interés anual igual al interés bancario vigente en el momento de la adquisición voluntaria
.
 Parágrafo 1º.- El pago del precio indemnizatorio se podrá realizar en dinero efectivo o títulos valores, derechos de construcción y desarrollo, de participación en el proyecto o permuta. En todo caso el pago se hará siempre en su totalidad de contado cuando el valor de la indemnización sea inferior a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales al momento de la adquisición voluntaria o de la expropiación.

Parágrafo 2º.- El ingreso obtenido por la enajenación de inmuebles a los cuales se refiere el presente Capítulo no constituye, para fines tributarios, renta gravable ni ganancia ocasional, siempre y cuando la negociación se realice por la vía de la enajenación voluntaria
”.  

De acuerdo con las disposiciones legales transcritas que fueron objeto de examen por la Corte Constitucional según se anota en las notas pie de página, queda claro que el precio indemnizatorio de adquisición del bien expropiado será igual al valor comercial del mismo, el cual será fijado de acuerdo con las normas urbanísticas municipales o distritales y con su destinación económica. 

A su vez, la Ley 388 de 1997, reglamentada por el Gobierno Nacional a través del Decreto 1420 de 1998, cuyas disposiciones regulan los procedimientos, parámetros y criterios para la elaboración de los avalúos que determinan el valor comercial, en las disposiciones pertinentes establece lo siguiente:

“DECRETO 1420 DE 1998

(julio 24)
por el cual se reglamentan parcialmente el artículo 37 de la Ley 9 de 1989, el artículo 27 del Decreto-ley 2150 de 1995, los artículos 56, 61, 62, 67, 75, 76, 77, 80, 82, 84 y 87 de la Ley 388 de 1997 y, el artículo 11 del Decreto-ley 151 de 1998, que hacen referencia al tema de avalúos.

Artículo 1º.- Las disposiciones contenidas en el presente Decreto tienen por objeto señalar las normas, procedimientos, parámetros y criterios para la elaboración de los avalúos por los cuales se determinará el valor comercial de los bienes inmuebles, para la ejecución de los siguientes eventos, entre otros:
(…) 

Adquisición de inmuebles a través del proceso de expropiación por vía administrativa (…)”. 

Artículo 2º.- Se entiende por valor comercial de un inmueble el precio más favorable por el cual éste se transaría en un mercado donde el comprador y el vendedor actuarían libremente, con el conocimiento de las condiciones físicas y jurídicas que afectan el bien.
Artículo 3º.- La determinación del valor comercial de los inmuebles la harán, a través de un avalúo, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, la entidad que haga sus veces o las personas naturales o jurídicas de carácter privado registradas y autorizadas por las lonjas de propiedad raíz del lugar donde se ubiquen los bienes objeto de la valoración”.

(…)
Artículo 20º.- El Instituto Geográfico Agustín Codazzi, la entidad que cumpla sus funciones y las personas naturales o jurídicas registradas y autorizadas por las lonjas en sus informes de avalúo, especificarán el método utilizado y el valor comercial definido independizando el valor del suelo, el de las edificaciones y las mejoras si fuere el caso, y las consideraciones que llevaron a tal estimación.

Artículo 21º.- Los siguientes parámetros se tendrán en cuenta en la determinación del valor comercial:

1. La reglamentación urbanística municipal o distrital vigente al momento de la realización del avalúo en relación con el inmueble objeto del mismo. 

2. La destinación económica del inmueble. 

3. Para los inmuebles sometidos al régimen de propiedad horizontal, el avalúo se realizará sobre las áreas privadas, teniendo en cuenta los derechos provenientes de los coeficientes de copropiedad. (…) (subrayas del Despacho)” 

Artículo 22º.- Para la determinación del valor comercial de los inmuebles se deberán tener en cuenta por lo menos las siguientes características:
A. Para el terreno 

1. Aspectos físicos tales como área, ubicación, topografía y forma 

2. Clases de Suelo: urbano, rural, de expansión urbana, suburbano y de protección 

3. Las normas urbanísticas vigentes para la zona o el predio 

4. Tipo de construcciones en la zona 

5. La dotación de redes primarias, secundarias y acometidas de servicios públicos domiciliarios, así, como la infraestructura vial y servicio de transporte 

6. En zonas rurales, además de las anteriores características deberá tenerse en cuenta las agrológicas del suelo y las aguas. 

7. La estratificación socioeconómica del inmueble (…)”. 

Artículo 25º.- Para la elaboración de los avalúos que se requieran con fundamento en las Leyes 9 de 1989 y 388 de 1997, se deberá aplicar uno de los siguientes métodos observando los parámetros y criterios mencionados anteriormente o, si el caso lo amerita varios de ellos: el método de comparación o de mercado, el de renta o capitalización por ingresos, el de costo de reposición o el residual. La determinación de las normas metodológicas para la utilización de ellos, será materia de la resolución de que trata el artículo 23 del presente Decreto.
Para aplicar un método diferente a los enumerados en el inciso anterior, se requiere que previamente se someta a estudio y análisis tanto en los aspectos conceptuales como en las aplicaciones que pueda tener su aplicación. Dicho estudio y análisis serán realizados por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi y, si éste lo encontrara válido lo adoptará por resolución de carácter general”. (subrayas fuera de texto)
Por su parte la Resolución 762 de 1998 expedida por el Director General del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, en el artículo 1° define el método de comparación o mercado en los siguientes términos:

“Es la técnica valuatoria que busca establecer el valor comercial del bien, a partir del estudio de las ofertas o transacciones recientes, de bienes semejantes y comparables al del objeto de avalúo. Tales ofertas o transacciones deberán ser clasificadas, analizadas e interpretadas para llegar a la estimación del valor comercial”.
Dejando de lado el marco normativo que regula la elaboración de los avalúos comerciales, se hace imperioso verificar cuáles fueron las conclusiones a las que llegó el avalúo comercial elaborado por la auxiliar judicial, en el dictamen pericial objeto de cuestionamiento por parte del apelante.

A folios 413 a 417 del cuaderno principal aparece el experticio de fecha 10 de abril de 2008, rendido por la Ingeniera Civil auxiliar de Justicia Alba Lucía Agudelo Castaño, cuyo objeto era determinar el avalúo comercial de la franja (sic) de terreno expropiada como precio indemnizatorio.

El dictamen tuvo en cuenta los siguientes aspectos: fecha de la visita; localización e identificación; linderos actuales; descripción; área; características del sector; vías de acceso, perspectivas de valorización; metodología valuatoria- método comparativo o de mercado y el avalúo propiamente dicho.

En cuanto a la Descripción, Método comparativo o de Mercado y el Avalúo, el dictamen determinó lo siguiente:

“DESCRIPCION

El lote a avaluar es de topografía ligeramente plana, de forma ovalada y que actualmente es una zona verde con árboles y jardines que hace parte del parque lineal La Presidenta muy próximo a la quebrada La Presidenta. Según plano de la Unidad de Cartografía de Catastro, que se anexa a este informe, esta franja hace parte del área de retiro a la quebrada, es decir, se encuentra afectada en un 100% por el retiro lateral de la quebrada La Presidenta”.
METODO COMPARATIVO O DE MERCADO

Consistente en determinar el valor de la tierra mediante información obtenida de transacciones, ofertas y avalúos, para lo cual se consultó el gremio inmobiliario sobre las transacciones y ofertas vigentes en la zona. Según el Estudio de Suelos para el año 2006-2007 realizado por la Lonja de Propiedad Raíz (se anexa plano), en los alrededores de la quebrada La Presidenta, el valor de la tierra es de $800.000,oo el metro cuadrado y castigando dicho valor por un factor de comercialización negativo, por tratarse de un predio en zona de retiro de quebrada, usando la tabla de Herweet, se tiene:

Coeficiente de oferta:


0.894

Coeficiente de demanda:

0.603

Luego, 

Fc=0.894 x 0.603 = $431.200/m2

AVALUO
CONCEPTO

AREA

VALOR

TOTAL

Franja de Terreno
m2

por m2


$





133.16

431.200

57.418.592

Son cincuenta y siete millones cuatrocientos diez y ocho mil quinientos noventa y dos pesos” (subrayas del despacho)
Es preciso señalar que adjunto al dictamen pericial, lo único que aportó la perito a folios 418 y 419 como anexos y soportes del mismo, fueron dos planos del proyecto Parque Lineal Quebrada La Presidenta, barrio La Florida El Poblado, elaborado por la Unidad de Cartografía de la Subsecretaría de Catastro de Medellín en junio de 2006.

El Municipio de Medellín pidió aclaración de la anterior prueba pericial
, para lo cual le solicitó a la auxiliar de justicia que complementara el dictamen en el siguiente sentido: 1. explicar las razones por las cuales el avalúo se fundamentó únicamente en un plano que le había sido aportado por la Lonja de Propiedad Raíz de la ciudad; 2. aportar las investigaciones de la Lonja de Propiedad Raíz que sustentan los avalúos  para la zona donde se ubica el predio expropiado; 3. informar si para la expedición de un avalúo es suficiente con utilizar el plano o si se requiere que el avaluador adelante un trabajo investigativo; 4. informar qué es la tabla de Herweet y las disposiciones normativas y documentos técnicos que la sustentan; 5. qué metodología utilizó en la elaboración del avalúo; 6. si realizó directamente investigaciones de mercado en el sector para determinar el avalúo del predio; 7. informar sobre las transacciones y ofertas recientes con su respectivo avalúo; 8. Allegar copia de las pruebas que sustentan dichas  transacciones, ofertas y avalúos y 9. indicar las características que los hacen semejantes y comparables, de los inmuebles cuyo valor de transacción u oferta tuvo en cuenta para hacer el avalúo.

La perito avaluadora presentó escrito que aparece a folios 428 y 429 del cuaderno de primera instancia, en el que aclaró el experticio por ella elaborado, en los siguientes términos:

“1. El avalúo presentado no se fundamenta únicamente al (sic) plano anexado y suministrado por la Lonja de Propiedad Raíz, sino como se menciona en el mismo informe: “…mediante información obtenida de transacciones, ofertas y avalúos, para lo cual se consultó el gremio inmobiliario sobre las transacciones y ofertas vigentes en la zona”.

2. Anexo información del banco de datos de la Lonja de Propiedad Raíz sobre transacciones y ofertas del sector. En este mismo informe aparecen las fechas, dirección, área lote, área construcción y demás información pertinente. Respecto a los datos que sirvieron de base para la obtención de dicho plano, obedece a un estudio interdisciplinario de muchos profesionales y es reserva de la Lonja de Propiedad Raíz. Para usar dicho plano no se requiere ninguna guía en especial fuera de los criterios manejados como avaluador.

3. El plano se utiliza como una ayuda, pero para realizar cualquier avalúo se requiere que se adelante una investigación de mercado o de la utilización de otras metodologías valuatorias como dice la norma.

4. La tabla de Herweet es usada para hallar el factor de comercialización de un inmueble y es conocida en la teoría de la valoración de inmuebles, avalada por las normatividades que rigen el ejercicio valuatorio. Se anexa copia de la tabla.

5. El método valuatorio utilizado es el Comparativo o de Mercado.

6. Las investigaciones hechas fueron a través del banco de datos de la Lonja de Propiedad Raíz.

7. Contestada en la respuesta 2.

8. Contestada en la respuesta 2.

9. Las características que los hacen equiparables son por su ubicación, tipo y uso del suelo”. (subrayas del Despacho)
Se debe acotar que la perito avaluadora aportó en la anterior aclaración del dictamen, copia de la Tabla de Herweet visible a folio 436 y seis hojas que dicen contener consulta de avalúos del banco de datos de la Lonja de Propiedad Raíz de Medellín.

Como era de esperarse, la entidad territorial demandada en el término de alegatos de conclusión, aportó escrito
 en el que planteó los argumentos de inconformidad frente a la aclaración del dictamen pericial, reiterando los mismos argumentos que fueron planteados en la objeción y que ahora son objeto del recurso de apelación que se estudia.

Por su parte, el Tribunal en el fallo apelado respecto de la  prueba pericial y la objeción al dictamen presentado por la Alcaldía de Medellín, consideró  que más que un error grave lo que hizo la demandada fue criticar la fundamentación y seriedad del dictamen en lo relativo al valor probatorio de sus conclusiones, pero no controvirtió la solvencia técnica del experticio razón por la cual la objeción no prosperó.

Así mismo la providencia recurrida determinó que los avalúos -el de la Subsecretaría de Catastro  y el del dictamen pericial-, eran semejantes por cuanto ambos utilizaron el método comparativo o de mercado, así; mientras el primero fijó el valor del m2 en $700.000,oo el segundo lo fijó en $800.000,oo pero que la diferencia en el valor total de los dos avalúos, radicaba en que mientras el avalúo de la demandada castigó el valor del m2 disminuyendo el valor en un 70%, el de la perito avaluadora al utilizar la Tabla Herweet para hallar el factor negativo de comercialización de un inmueble, resulta ser un método más técnico que la costumbre que fue el utilizado por la demandada, por lo que lo acogió sin restricción alguna condenando al Municipio a pagar a favor de la demandante, la diferencia resultante entre el valor cancelado y el avalúo realizado por la perito, que fue de $33.611.177.

Luego de analizar las dos posiciones en controversia, la Sala considera que siguiendo reiterada jurisprudencia de esta Sala cuya postura ha sido que la carga de la prueba la tiene quien pretende desvirtuar el dictamen pericial
, en el caso sub judice se observa que el apelante logró convencer sobre la improsperabilidad del experticio por lo que la decisión apelada será revocada, con fundamento en las siguientes consideraciones:

Si bien es cierto en principio no se puede desconocer que la utilización de la Tabla de Herweet podría considerarse como un método más técnico para hallar el factor negativo de comercialización de un inmueble, que como en el presente caso estaba “castigado” por el hecho de encontrarse afectado en su integridad por retiro de quebrada, igualmente lo es que dadas las particulares del caso en estudio y las convincentes y sólidas razones de disenso esgrimidas por el apelante, la Sala no acogerá el dictamen pericial por lo que quedará vigente el avalúo contenido en la Resolución 1691 de diciembre 11 de 2006.

Lo anterior teniendo como fundamento legal el artículo 237 CPC que establece sobre la apreciación del dictamen lo siguiente: “Al apreciar el dictamen se tendrá en cuenta la firmeza, precisión y calidad de sus fundamentos, la competencia de los peritos y los demás elementos probatorios que obren en el proceso. Si se hubiera practicado un segundo dictamen, éste no sustituirá al primero pero se estimará conjuntamente con él, excepto cuando prospere objeción por error grave”.
Comparte la Sala el reproche planteado por el apelante, en el sentido de que la perito se limitó a emitir el experticio pero no se preocupó por sustentar las motivaciones de las conclusiones a las que llegó, como quiera que el dictamen no lo acompañó del respectivo análisis interpretativo de los métodos y documentos utilizados a través de los cuales llegó a la conclusión, de que el avalúo comercial elaborado por la Subsecretaría de Catastro de Medellín, debía incrementarse. 

En suma, lo que se quiere significar es que la utilización de un aplicativo para la elaboración de avalúos comerciales, como lo es la  de los datos de la Tabla de Herweet con fundamento en los coeficientes de oferta y de demanda, en el caso en estudio, no resultaron suficientes para desvirtuar la legalidad del acto acusado que fijó el precio indemnizatorio del predio expropiado de la actora, en la suma de $27.963.600,oo. Lo anterior con fundamento en las siguientes consideraciones:

En primer lugar, a pesar de que la perito afirmó que utilizó el método comparativo o de mercado para elaborar el avalúo comercial, lo cierto es que no obran en el material probatorio fundamentos de tal aseveración, como investigaciones de mercado en el sector para comparar la faja de terreno expropiada con otros que el Municipio hubiera ofertado y pagado, en cuantía superior al de la sociedad actora.

Analizado el documento denominado “banco de datos de la Lonja de Propiedad Raíz de Medellín”, comparte la Sala los reparos esgrimidos por el recurrente al encontrar que los datos allí contenidos, se refieren a bienes que se encuentran ubicados en direcciones distantes a la de la faja de terreno expropiada, ubicados en la zona verde de la calle 7 N° 39-150 Urbanización La Florida Plaza Sector del Poblado en la ciudad de Medellín, mientras que los predios a que alude el documento se ubican en la calle 12 con cra. 43; cl 9 con cra. 43 C; cra. 35 con calle 7 (este es el que más se aproxima al predio expropiado); cra. 35 con calle 5; cra. 43 A con cl 10 sur y cra. 44 A cl 7 A.

Del mismo modo llama la atención, que el método de comparación utilizado por la perito a través de este documento de la Lonja, tuvo como “tipo de predio” “casas”, es decir, que fue el parámetro de comparación para fijar el valor del m2 de la faja de terreno expropiada de la actora, cuando lo que tenía que tener en cuenta era el área del lote como quiera que la expropiación administrativa objeto del presente estudio, recayó sobre una faja de terreno que hacía parte de uno de mayor extensión del predio de propiedad de la actora, según así lo declaró la Resolución 1594 de noviembre 8 de 2006
.

Por lo anterior, resulta válido afirmar que no aparece en ninguno de los casos citados en el documento del “banco de datos de la Lonja de Propiedad  Raíz”, uno que aluda al valor del lote no construido sino que al tener como referente “casas”, el parámetro de comparación no era el correcto, por lo que este documento no puede ser tomado como punto de referencia para la fijación del m2 de la faja de terreno expropiada.

Además de lo anterior, se observa que el método de comparación supuestamente utilizado por la perito no tuvo en cuenta lo dispuesto en el artículo 1° de la Resolución 782 de 1998, como quiera que esta normativa presupone que el método de comparación parte de la base de que el valor comercial del bien, surge a partir del estudio de las ofertas y transacciones recientes, de bienes semejantes y comparables al del objeto de avalúo, las cuales deberán ser en todo caso analizadas e interpretadas para llegar a la estimación del valor comercial.

Ninguno de los presupuestos a que alude el párrafo anterior, se cumplieron en el dictamen pericial acogido por el a quo, por cuanto los bienes objeto de comparación –faja de terreno expropiado de la actora frente a casas construidas al no ser semejantes-, no puede servir el documento de la Lonja de Medellín como “estudio de ofertas y transacciones recientes de bienes semejantes y comparables con el expropiado”, tal y como lo exige el Instituto Agustín Codazzi en el método de comparación o de mercado.

Como si no resultara suficiente lo anterior, en el presente estudio el parámetro de comparabilidad para elaborar el avalúo comercial y poder considerar que un bien era semejante al del expropiado, lo constituía la característica que lo hacía especial como era la de estar afectado por retiro de quebrada, según la certificación contenida en el oficio GT-5009 de junio 29 de 2006 suscrita por el Líder del Programa Cartografía de la Subsecretaría de Catastro según la cual: “el predio se encuentra afectado en un 100%  por retiro lateral de la quebrada la Presidenta”, certificación visible a folios 347 y 348 del Cuaderno 1.
Resulta jurídica y comercialmente válido afirmar que un predio, al estar afectado por una quebrada en su totalidad, tiene limitaciones para su utilización ya que no puede ser dado en construcción, por lo que su valor no puede ser igual al de otros predios que sí se puedan ser edificados sin restricción alguna. De allí la expedición de la Resolución 182 de agosto 24 de 2006 “por medio de la cual se declara situación de urgencia para la adquisición de inmuebles requeridos para conformar el Parque Lineal de la Quebrada la Presidenta”.
A pesar de que la perito en el dictamen al efectuar la descripción del lote avaluado señaló que tuvo en cuenta la afectación del predio por retiro de quebrada, se contradijo al aportar como fundamento de análisis los datos del banco de datos de la Lonja de Propiedad Raíz de Medellín, por cuanto en este documento como ya se advirtió, los datos y avalúos que contiene se refieren al valor del m2 de casas y no de lotes y menos aún de fajas de terreno afectados totalmente por retiro de quebrada. 

De acuerdo con lo expuesto, le asiste la razón al apelante al afirmar que no existe prueba alguna en el expediente que hubiera demostrado que el Municipio de Medellín hubiera pagado a predios similares al de la actora, un precio por m2 superior al que le fijó y le pagó la Subsecretaría de Catastro en el acto administrativo cuestionado.

Podría afirmarse incluso, que la perito en realidad no utilizó el método de comparación o de mercado como lo afirmó, sino que utilizó el método señalado en el artículo 10 de la Resolución 782 de 1998 del ICAG que establece lo siguiente:

“Método del mercado e información de ofertas. Cuando para la realización del avalúo se acuda a información de ofertas es necesario que en la presentación del avalúo se haga mención explícita del medio del cual se extrajo y la fecha de su publicación, además de otros factores que permitan su identificación posterior”.

A la conclusión de que la perito utilizó este método valuatorio se arriba, con base en la respuesta que dio a la solicitud de aclaración del dictamen que le planteó el apoderado del Municipio, al señalar: “el avalúo presentado no se fundamenta únicamente al (sic) plano anexado y suministrado por la Lonja de Propiedad Raíz, sino como se menciona en el mismo informe: ‘…mediante información obtenida de transacciones, ofertas y avalúos, para lo cual se consultó el gremio inmobiliario sobre las transacciones y ofertas vigentes en la zona’”. (subrayas fuera de texto)

Siendo ello así, no se explica la Sala por qué razón la perito pretende anteponer una especie de reserva en la información cuando según la norma transcrita de la resolución, era su deber hacer mención explícita del medio del cual se extrajo y la fecha de su publicación, con el fin de lograr su identificación posterior.

Tan cierto es lo anterior que en la aclaración al dictamen pericial, la auxiliar de la justicia respondió lo siguiente: “2. Anexo información del banco de datos de la Lonja de Propiedad Raíz sobre transacciones y ofertas del sector. En este mismo informe aparecen las fechas, dirección, área lote, área construcción y demás información pertinente. Respecto a los datos que sirvieron de base para la obtención de dicho plano, obedece a un estudio interdisciplinario de muchos profesionales y es reserva de la Lonja de Propiedad Raíz. Para usar dicho plano no se requiere ninguna guía en especial fuera de los criterios manejados como avaluador.” (subrayas del Despacho)
Bien es sabido que el artículo 15 de la Constitución Política consagra que “todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen nombre y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas”. Por tanto la reserva de los documentos es una excepción y no la regla general como lo quiere anteponer la perito.

En suma, no se observa en el dictamen pericial cuestionado, material probatorio acerca de las investigaciones y consultas que dijo la perito hubiera realizado con miembros del gremio inmobiliario, pues no mencionó el nombre de los consultados ni la fuente de donde proviene tal información. 

Contrario es lo que sucede con los avalúos comerciales elaborados por la Subsecretaría de Catastro AE- 443 del 15 de agosto de 2006 modificado luego por el avalúo AE-696 del 4 de diciembre de 2006, mediante los cuales el Municipio de Medellín acatando la normatividad legal vigente para la época que reglamenta el tema de la expropiación por vía administrativa, asignaron el valor del m2 del predio expropiado de la actora con base en el método comparativo o de mercado, deduciendo el precio por la comparación de transacciones, oferta, demanda y avalúos de inmuebles similares o equiparables, previos ajustes de tiempo, conformación y localización entre otros.

Así mismo tuvieron en cuenta los avalúos comerciales citados, que el inmueble expropiado venía de una matrícula de mayor extensión donde fue construida la Urbanización Florida Plaza, el cual fue utilizado en su totalidad, por lo que esta área fue contabilizada para el índice de construcción del proyecto Parque Plan Especial del Poblado, y el lote expropiado fue tomado como un remanente ubicado en un lote interno en una zona verde
.

El anterior criterio, observa la Sala, fue consecuente con la decisión adoptada por la demandada en los actos que contienen los avalúos demandados; tan cierto es lo anterior, que a folio 272 del expediente, aparece un cuadro titulado “COMPARATIVO PLAN ESPECIAL POBLADO (LOTES AFECTADOS RETIRO QUEBRADA) que contiene los datos de los avalúos AE- 349, AE-442; AE-444 y AE-497 correspondientes a cuatro lotes de terreno, que a juicio de la Sala, sí contienen los elementos y características para ser reconocidos adecuadamente como el método de comparación o de mercado, al tratarse de bienes semejantes y comparables.

Es así como, en este cuadro se compararon lotes, y no lotes contra casas como lo hizo la perito en el experticio que rindió, los cuales sí se encuentran ubicados en cercanías de la faja de terreno expropiada que hace parte del inmueble ubicado en la calle 7 N° 39-150 barrio el poblado, cuyas direcciones son: cra. 43 a N° 7-39; calle 9 N° 39-97 y cra. 43 con calle 7.

Los propietarios de dichos lotes se encuentran identificados como Inversiones Saldarriaga Franco, Comunidad Hermanas Franciscanas (dueña de dos lotes los ubicados en la calle 9 N° 39-97 y el Centro Empresarial Dann Carlton). Del mismo modo, se encuentra discriminado el área del lote que se encuentra afectada por retiro quebrada en m2, el valor del m2, el área del lote útil,  el valor del m2 y el precio total para cada uno de los lotes. Además contiene las observaciones de cada uno de ellos, entre ellas: Inmueble con área extensa y llanura de inundación; lote interno, dentro de las instalaciones del colegio; lote comercial que hace parte del Hotel Dann Carlton o lote comercial que hace parte de un parqueadero.

El valor del m2 en cada uno de los lotes fue de $216.000; $195.000; $240.000 y $255.000, que comparado con el valor del m2 de  $210.000 fijado al lote expropiado de la actora, no resulta desproporcionado frente a los valores del m2 fijados a las casas contenidas en el documento que sirvió de referente para el dictamen de la perito avaluadora objeto de cuestionamiento, que oscilaba entre $100.000 y hasta $1.100.000 el m2 (fl 432 del cuaderno 1).

Otro aspecto que no puede pasarse por alto, es que ni en el dictamen pericial ni en su aclaración, la avaluadora judicial mencionó la reglamentación urbanística municipal o distrital vigente al momento del avalúo, tal y como lo exige el artículo 61 de la Ley 388 de 1997:

“Artículo  61º.- Modificaciones al procedimiento de enajenación voluntaria. Se introducen las siguientes modificaciones al procedimiento de enajenación voluntaria regulado por la Ley 9 de 1989:

El precio de adquisición será igual al valor comercial determinado por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, la entidad que cumpla sus funciones, o por peritos privados inscritos en las lonjas o asociaciones correspondientes, según lo determinado por el Decreto-Ley 2150 de 1995, de conformidad con las normas y procedimientos establecidos en el decreto reglamentario especial que sobre avalúos expida el gobierno. El valor comercial se determinará teniendo en cuenta la reglamentación urbanística municipal o distrital vigente al momento de la oferta de compra en relación con el inmueble a adquirir, y en particular con su destinación económica. (…)” (subrayas del Despacho)

Contrario a la omisión anterior en que incurrió el dictamen, sí dio cumplimiento a la anterior disposición legal, el Avalúo AE-442 de agosto 16 de 2006 que en el numeral 4 titulado NORMATIVIDAD, citó el Acuerdo 62 de 1999 y sus fichas normativas Acuerdo 23 de 2000, código de planeamiento Z5-CN2-17-17ª (ficha anexa), avalúo que sirvió de fundamento al acto administrativo demandado.

Por tanto, se observa que el Municipio de Medellín sí tuvo en cuenta en la expedición de la resolución demandada, el nuevo Plan de Ordenamiento Territorial aprobado mediante Acuerdo 46 de 2006, el cual estableció nuevos aprovechamientos en la ciudad de Medellín que resultan más bajos que los contemplados en el Acuerdo 23 de 2000.

Por su parte, en cuanto a la Tabla Herweet utilizada por la perito como método a través del cual la avaluadora judicial reajustó el valor del precio indemnizatorio de la faja del predio expropiado a la actora, la Sala le otorga la razón a la afirmación del apelante según la cual la perito se limitó a aportar en una hoja simple, un cuadro que contiene la mencionada  tabla pero sin acompañarlaa de datos técnicos, ni bibliográficos, ni fundamento normativo alguno que orienten sobre su interpretación en el tema valuatorio. Recuérdese que en materia de avalúos, no resulta suficiente la simple aplicación de datos consignados en una tabla, sino que se requiere de su explicación y justificación.

Es preciso acotar que en la solicitud de aclaración del dictamen efectuada por el Municipio de Medellín sobre la utilización de la Tabla, la demandada le preguntó a la perito que informara en qué consistía y que aportara las disposiciones normativas y los documentos técnicos que sustentan la aplicación de la citada tabla en la elaboración de los avalúos, cuya respuesta fue la siguiente: “es usada para hallar el factor de comercialización de un inmueble y es conocida en la teoría de la valorización de inmuebles, avalada por las normatividades que rigen el ejercicio valuatorio, se anexa copia de la tabla”.

La citada Tabla Herweet es la siguiente:


[image: image1.emf]1,65832 Exigua 0,60302

1,44224 Escasa 0,69337

1,26493 Baja 0,79056

1,11804 Moderada 0,89443

1,00000 Balanceada 1,00000

0,89443 Regular 1,11804

0,79056 Alta 1,26493

0,69337 Considerable 1,44224

0,60302 Excesiva 1,65832

COEFICIENTE DE OFERTA COEFICIENTE DE DEMANDA CONDICION


Con fundamento en la mencionada Tabla Herweet, la perito en el experticio dictaminó lo siguiente:

“…en los alrededores de la quebrada La Presidenta, el valor de la tierra es de $800.000 el metro cuadrado y castigando dicho valor por un factor de comercialización negativo, por tratarse de un predio de zona de retiro a quebrada, usando la tabla de Herweet, se tiene:

Coeficiente de oferta: 


0.894

Coeficiente de demanda:

0.603

Luego, Fc= 0.894 x 0.603=0.539

Valor tierra: $800.000/m2 x 0.539= $431.200/m2”

En el dictamen pericial no se indicó de dónde salieron los datos utilizados por la perito, pues ya se dijo que el valor del m2 de $800.000,oo no se puede aceptar como quiera que no es el producto de una adecuada utilización del método de comparación o de mercado, al no haber efectuado la comparación de las transacciones comerciales de predios semejantes y comparables ubicados en cercanías y de características similares al expropiado.

En cuanto a los datos del coeficiente de oferta y de demanda, que tuvo en cuenta la avaluadora perito para determinar el factor de comercialización negativo del predio expropiado, desconoce la Sala cuál fue el criterio para que fueran estos los seleccionados y no otros que aparecen en la Tabla Herweet, ya que la perito no los interpretó, siendo su deber hacerlo.Desconoce la Sala cuál fue el criterio para que otorgara la perito el coeficiente de la oferta en 0,8904 y el coeficiente de demanda en 0.603, pues no lo fundamentó en el dictamen, simplemente se limitó a tomarlo de la Tabla.

Sobre este aspecto, comparte la Sala el argumento de inconformidad expuesto por el apelante al afirmar: “De todas maneras se recuerda que el lote en comento se trata de un retiro de quebrada cuya posibilidad de comercialización como inmueble independiente es casi nula. Aparte del Municipio de Medellín para la realización de la obra pública, sobre el lote en comento tal vez ninguna persona tendría interés en su adquisición, si acaso un vecino. Por tanto, la condición de comercialización del predio no podría ser “regular” como la aplica la perito, al asignarle un coeficiente de demanda de 0.603 (ver tabla que presenta la perito). Si esta tabla se pudiera aplicar al caso que nos ocupa, se debería reconocer que la condición de comercialización del predio es si acaso “exigua”, lo que daría un resultado diferente al señalado por la perito. De todas maneras, el valor base del predio sería el que resulte de un estudio de mercado de ofertas y transacciones de bienes semejantes y comparables al del objeto del avalúo, lo que no se presentó en el dictamen que nos ocupa, por las razones antes expuestas”. (subrayas del Despacho)
Finalmente la Sala se aparta de la interpretación del a quo al concluir que la administración tenía por costumbre “castigar” la especial situación del predio expropiado por tratarse de una faja de terreno de retiro de quebrada, otorgándole apenas un 30% del valor total del predio, ya que el precio indemnizatorio fijado es el resultado de la aplicación del método de comparación y de mercado. Por tanto, no es cierto que el factor negativo de comercialización del predio expropiado lo haya fijado la demandada por costumbre como lo afirmó el a quo.

Sobre este punto resulta necesario transcribir el siguiente aparte de la declaración de la servidora pública de la avaluadora de la Subsecretaría de Catastro del Municipio de Medellín quien elaboró el avalúo comercial que fijó el precio indemnizatorio del predio de la actora:

“PREGUNTADA: Explíquele al Despacho si usted hizo algún avalúo al predio denominado edificio “Florida Plaza”, en caso positivo dirá, como se realizó, qué técnica y apoyo legal ocupó? CONTESTO: Sí realicé al avalúo de un lote de terreno que se desprende de otro de mayor extensión, utilizando el método comparativo de mercado ya explicado, dicha porción corresponde a un retiro de quebrada en su totalidad debidamente certificado por la Unidad de Cartografía, de la Subsecretaría de Catastro, con un área de 133.16 metros cuadrados, a dicho lote se le fijó un valor unitario de doscientos diez mil pesos ($210.000,oo), correspondiente al treinta por ciento del valor comercial en la zona de setecientos mil pesos, castigo utilizado para los lotes que según la norma y la observación directa del mercado inmobiliario para este tipo de inmuebles no alcanzan el valor pleno comercial. PREGUNTADA: Dígale al Despacho usted en explicación de la respuesta a la pregunta anterior, habla de un castigo comercial al predio del Edificio “Florida Plaza”, en qué consiste dicho castigo? CONTESTO: La Subsecretaría de Catastro tanto en materia de avalúos catastrales como avalúos comerciales tiene establecido fijar al treinta (30%) por ciento del valor comercial el precio de un inmueble cuando está afectado o retiro de quebrada como lo decía antes en el mercado inmobiliario se observa que este tipo de predio no tiene el mismo valor que un predio sin ningún tipo de afectación así mismo, en el artículo 20 del Acuerdo 46 de 2006, se dice que cuando un lote está afectado por quebrada sólo se podrá destinar prácticamente a zona verde”

De acuerdo con el testimonio anterior, la Sala encuentra que la administración de Medellín no castigó el precio indemnizatorio de la faja de terreno expropiada por la afectación del predio por retiro de quebrada según la costumbre; la Sala observa que el precio señalado fue producto de un estudio comparativo de acuerdo con el comportamiento de otras enajenaciones voluntarias de predios cercanos al expropiado y que se requerían para el proyecto Parque Lineal Quebrada La Presidenta, como ya se advirtió en párrafos anteriores
, además de atender las características propias del bien, dada su limitada comercialización.

De todo lo anteriormente expuesto, advierte la Sala que el avalúo comercial practicado por la perito avaluadora, no prueba de manera cierta que la Resolución 1691 de 2006 acusada, sea contraria al artículo 67 de la Ley 388 de 1997, pues no logró desvirtuar que los avalúos AE-443 de agosto 15 de 2006 modificado por el avalúo AE-696 de diciembre 4 de 2006, desconocieron los parámetros y criterios para la elaboración de avalúos, contenidos en la normatividad legal en que se apoyaron.

Sobre el particular resulta oportuno transcribir el siguiente aparte jurisprudencial proferido por esta Sala:

“Por esa misma razón ha de concluirse que el actor tampoco logró desvirtuar la presunción de legalidad que cobija los actos administrativos demandados que acogieron ese justiprecio, pues al no obrar en el expediente ningún medio de prueba que permita demostrar que el avalúo fijado por la administración fuese incorrecto, no hay ninguna razón para decretar la nulidad parcial deprecada por el actor en lo relativo al precio indemnizatorio (…) El actor tenía la carga de demostrar la incorrección del avalúo oficial y acreditar la corrección del justiprecio presentado por quien actuó como perito en el curso de la primera instancia, cometido que no se logró en el asunto sub examine”. (Sentencia del 14 de mayo de 2009 radicado 05001-23-31-000-2005-03509-01 M.P. Rafael E. Ostau De Lafont Pianeta).

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,
F  A  L  L  A  :

Primero.- REVÓCASE la sentencia apelada y, en su lugar, DENIÉGANSE las pretensiones de la demanda.

Segundo.- Una vez en firme esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen. 
Cópiese, notifíquese y cúmplase

Se deja constancia de que la anterior sentencia fue discutida y aprobada por la Sala en la sesión de la fecha.

	MARCO ANTONIO VELILLA MORENO

Presidente


	MARIA ELIZABETH GARCIA GONZALEZ

	MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO
	GUILLERMO VARGAS AYALA


� Memorial obrante a folios 223 a 236 del Cuaderno de primera instancia


� Figura a folios 7 al 21 del Cuaderno de Segunda instancia


� Texto en negrilla declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-476 de 2007, Texto subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-1074 de 2002 


� Texto subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-1074 de 2002





� Mediante escrito que obra a folios 421 a 424 del Cuaderno 1


� A folios 443 a 451 del Cuaderno 1


� Entre otras sentencias se pueden consultar: Radicado 2005-03509 sentencia del 14 de mayo de 2009 M.P. Rafael E. Ostau De Lafont Pianeta y Radicad 2005-00027 sentencia del 27 de octubre de 2011 M.P. María Claudia Rojas Lasso.


� Visible a folios 4 al 9 del Cuaderno 1


� (Así quedó consignado en el oficio que le dirigieron los profesionales de la Oficina de Valores y negociaciones de otros inmuebles del Proyecto de la Subsecretaría de Castastro de Medellín dirigido a la Secretaría Jurídica de la misma dependencia)


� Declaración rendida bajo juramento visible a folios 401 a 404 del Cuaderno 1


� Dos predios de propiedad de las Hermanas Franciscanas, uno de Inversiones Saldarriaga Franco y otro del Hotel Dann Carlton, según certificación obrante a folio 272 del Cuaderno 1 y la misma declaración de la funcionaria Beatriz Londoño Aristizabal. 





Hoja1



				COEFICIENTE DE OFERTA		CONDICION		COEFICIENTE DE DEMANDA



				1.65832		Exigua		0.60302

				1.44224		Escasa		0.69337

				1.26493		Baja		0.79056

				1.11804		Moderada		0.89443

				1.00000		Balanceada		1.00000

				0.89443		Regular		1.11804

				0.79056		Alta		1.26493

				0.69337		Considerable		1.44224

				0.60302		Excesiva		1.65832
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